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(Sin corregir) 


SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida a una delegación de la Mesa Hortícola de Salto, integrada por el 
ingeniero agrónomo César Mari y los señores Juan Solari, José Luis Ferreira, Juan José Urtarán y el contador 
Obdulio Rubido, quienes han solicitado comparecer para referirse a la reforma tributaria que tenemos a 
estudio. 


SEÑOR MARI. Soy ingeniero agrónomo y pertenezco a la Mesa Hortícola de Salto. 


Quiero manifestar, además, que nos acompañan integrantes de la Sociedad de Fomento Rural del Norte y que 
venimos en nombre de la Asociación de Citricultores del Norte y de la Asociación de Granjeros de Salto, es 
decir, que representamos a todas las gremiales granjeras del norte. 


A continuación, vamos a dar lectura a un documento que luego será entregado a Secretaría para que quede en 
el seno de la Comisión 


Dice así: "Asunto: Proyecto de Ley Reforma Tributaria.- En una breve reseña, queremos presentar mediante 
algunas cifras, cómo está compuesto el sector granjero de nuestro país y especialmente el norte; sus 
características y particularidades.- El Sector Granjero Nacional, incluida la Citricultura ocupa el 0,2% del 
área agrícola nacional concentrado básicamente en cinturones cercanos a ciudades y Villas; en él viven el 
36% de la población rural del país y participa con el 10% del PBI agropecuario del cual el 47% corresponde a 
la Horticultura. Esto pone de manifiesto que está conformado en su gran mayoría por pequeñas y medianas 
empresas de carácter familiar". La fuente de esta información la pueden tener más ampliada en publicaciones 
de guía, censo general agropecuario y JUNAGRA.- Continúo: "En un estudio realizado en 2004 'Empleo en 
el sector Granjero' realizado por DIEA, PREDEG, JUNAGRA (Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca), surge que el sector suministra 50.000 puestos de trabajo directos de los cuales el 90% es permanente. 
De ellos 20.000 corresponden al norte del país. Esto muestra claramente la importancia socioeconómica de la 
granja. Para el departamento de Salto representa la principal fuente de trabajo.- Es un sector que se encuentra 
fuertemente atomizado debido a que tanto las organizaciones como los procesos asociativos son 
prácticamente inexistentes, por tanto, los productores quedan expuestos a ser tomadores de precio, tanto en la 
compra de insumos como en la venta de productos; por este motivo no debería ser considerado en un plano 
de igualdad con otros sectores tal como lo propone el proyecto de reforma tributaria.- De acuerdo a las 
características y particularidades de nuestro sector, hacemos llegar nuestra visión de cómo impactarían 
algunos aspectos de la reforma tributaria propuesta.- 1.- Modificación de la Ley 17.844, modificativa de la 
Ley 17.503 'Creación y Funcionamiento del Fondo de Reconstrucción y Fomento Granjero' (IVA a Frutas, 
Flores y Hortalizas).- La posición de nuestro sector es conservar la ley tal como está, sin las modificaciones 
previstas en la reforma tributaria propuesta que serían a nuestro entender muy perjudiciales para el sector 
granjero, por los siguientes motivos:.- Al eliminarse los créditos fiscales vigentes, para un sector tomador de 
precios, por lo tanto imposibilitado de trasladar ni siquiera parcialmente, el impuesto al precio final; se 


transforma en costo para las empresas, poniendo en serio riesgo su viabilidad. Al grabarse a la primera venta, 
con las particularidades de oferta y demanda del sistema de comercialización de los productos de granja; no 
tenemos ninguna duda que el impuesto recae sobre el productor, quien a su vez no tiene forma de 
descontarlo.- La ley actual habilita a descontar parcialmente el IVA gastos a través de certificados, lo que 
también se perdería.- No compartimos la sugerencia del MGAP de gravar todo con IVA mínimo (10%), ya 
que aumentaría la vulnerabilidad del sector frente a la competencia regional y extra regional con productos en 
su gran mayoría subsidiados. Cabe acotar en este punto que el sector granjero es considerado estratégico para 
la mayoría de los países principalmente los más desarrollados, a modo de ejemplo el 95% de las frutas y 
hortalizas consumidas en el mundo son producidas por los países (Mercado Interno); solo el 5% está en el 
mercado internacional y muchos de ellos subsidiados, de otra manera no podría explicar la presencia de 
zanahorias al natural enlatadas de origen europeo en góndolas de nuestros supermercados, compitiendo en 
precio con las nacionales.- Ante la eventualidad de la rebaja de los impuestos a las importaciones, 
provocarían un incremento de las mismas en lo que se refiere a frutas y hortalizas que se producen en nuestro 
país con el consiguiente perjuicio para la producción nacional. Pero merece un análisis especial, qué pasaría 
con la recaudación del FREFG. Para ello es preciso recordar que el 90% de la recaudación del fondo 
corresponde a la importación de bananas, de allí se deduce la regularidad en las recaudaciones desde su 
instrumentación en 2002 ya que el consumo de esta fruta es más o menos constante; ahora bien, si bajan los 
impuestos a las importaciones, indudablemente bajaría la recaudación porque la experiencia indica que en el 
precio ni el consumo de bananas se modificaron antes y después de la implementación de la ley que creó el 
FRFG; máxime si es aceptada la sugerencia del MGAP de establecerlo en 10%. Por lo tanto si prospera 
además, establecer valores constantes de transferencia tomando como base 2006, seguramente el MEF 
debería destinar recursos de otros orígenes para cubrir el potencial déficit. En conclusión, la modificación a 
los únicos que beneficiaría sería a los importadores en detrimento de la producción nacional". 


En este aspecto, me voy a detener, porque nosotros adjuntamos un anexo que recoge el ejemplo de una 
empresa granjera típica salteña, para expresar con números lo que hemos dicho en palabras. En ese sentido, si 
el señor Presidente lo considera pertinente, voy a ceder la palabra al contador Rubido. 


SEÑOR RUBIDO.- Desde hace años trabajo en la producción citrícola y me pidieron que hiciera un 
estudio numérico de cómo impactaría el cambio de la tributación en el sector. 


Se me ocurrió tomar un balance de una empresa citrícola cerrado al 30 de junio de 2005, que tuvo una 
utilidad contable, una utilidad fiscal, y pagó Impuesto a la Renta Agropecuaria; es decir que es una empresa 
que tuvo su ganancia. La recaudación del Impuesto a la Renta Agropecuaria es muy poca, según las cifras 
presentadas en el proyecto de reforma tributaria. 


A pesar de ello, las cifras que tenemos con la ley actual cambiarían sustancialmente con la reforma, porque el 
crédito fiscal, que yo tomé como el 100% del IVA venta, se elimina. Además, hoy el IVA gasto se devuelve 
mediante certificado; por lo tanto, tampoco significa un costo para el productor, porque vender con un crédito 
fiscal y que después devuelvan el IVA gasto, hace que este no signifique un costo para el productor. Eso es lo 
que tenemos actualmente, y pasar al régimen general de tributar IVA venta menos IVA gasto implica que no 
solo haya que pagar esa diferencia sino que tampoco se tenga el beneficio actual de la devolución del IVA 
gasto. 


La utilidad contable de la empresa del ejemplo -tal como está en el repartido- generó un 45% de IVA ventas; 
es decir, si comparamos utilidad contable del 45% con ese IVA ventas. Tal como está la tasa del 23%, si ese 
crédito desaparece, sucede lo mismo con la ganancia. Inclusive, los inspectores de la Dirección General 
Impositiva nos hacen computar el IVA ventas como un rubro de ganancia y va directamente para calcular el 
Impuesto a la Renta. Se entendió que está bien; tampoco se discutió eso. Si es un crédito fiscal, la ley no 
prevé qué se hace con él y, entonces, los de Impositiva entendieron que es un rubro más de ganancia, tal 
como está hoy. 


Entonces, gracias a ese crédito fiscal, la empresa obtuvo una ganancia. Lo puse en valores relativos, pero si 
decimos que el crédito fiscal fue 100.000, la ganancia fue 45.000, para llevarlo a valores absolutos. Si el 
nuevo proyecto plantea que el 100% del IVA ventas no tiene más crédito fiscal, entendemos que el IVA 
facturado será una erogación para el productor del 100% del importe, porque no vamos a tener más 
devolución de IVA gasto, o sea que ese 30% se va a perder y, a su vez, hay que pagar el 70%. En los 
números, con la tasa de 23%, el 45% de la ganancia se transforma en un 55% de pérdida, con referencia al 


IVA de venta. Los números no serían tan significativos si se pasa a la tasa mínima, pero al 10% igual 
seguiríamos teniendo una pérdida. 


¿Cómo se soluciona la pérdida? Aumentando los precios, pero el sector es tomador de precios y es muy 
difícil que se pueda decir que como los impuestos subieron tenemos que subir en equis porcentaje los precios 
de las frutas. Normalmente, lo que ocurre es que se manda la fruta a consignación, se manda al mercado, va a 
la oferta y la demanda y allí se verá si se puede subir el precio. 


Quedo a disposición de las preguntas que se quieran formular. En el anexo traté de explicar lo mejor posible 
los números, pero entiendo que pueden quedar cosas para aclarar. 


SEÑOR MARI. Lo que expresamos nosotros desde el punto de vista de las gremiales granjeras, 
básicamente del norte, que es lo que estamos representando hoy, es que no entendemos por qué el 
cambio a la ley que está actualmente en vigencia, siendo que, si lo analizamos, por un lado, surgió con 
el consenso de todos los partidos y, por el otro, creemos firmemente que esa ley ha cumplido con los 
cometidos para los que fue sancionada: la creación de un fondo que, en su primer momento, atendió la 
crisis ocasionada a los productores del sur por el tornado de 2002, lo que representó US$ 9:000.000, 
erogación a la que de otra forma el Estado no podría haber hecho frente. Actualmente, está atendiendo 
el endeudamiento de los productores. En el caso de tratarse de montos de hasta US$ 15.000, el granjero 
puede tener contemplado hasta el 50% de su endeudamiento por el fondo. Es más: de acuerdo con la 
información que tenemos, actualmente el fondo tiene un superávit. Ese superávit del 65% que se 
destina al Banco de la República solo se puede utilizar para endeudamiento. O sea que incluso se 
podría cancelar la deuda de los productores más pequeños, aquellas de US$ 5.000. 


Se creó una política de subsidio a los seguros granjeros, pretendiendo con esto generar una mentalidad de 
seguro granjero, en el entendido de que no va a haber más recursos para fondos de catástrofe. Esa es una 
política que recién se está llevando adelante, por lo que está en sus inicios. Creemos que hay que destinar 
más recursos para este tipo de emprendimientos. Además, se está utilizando en planes de negocios, tanto para 
algunas organizaciones como tenemos en el norte para exportar y, en algunos casos, para llevar a la industria, 
es decir, para lo que es, concretamente, el "Plan Tomate", en el sur. 


Por último, a través de esta ley se logró implementar un mecanismo mediante el cual se podía conservar la 
competitividad del sector frente a las importaciones -como dije anteriormente- de productos que en muchos 
casos fueron subsidiados. 


Por lo tanto, no entendemos por qué se hace esto. Si se pretende hacer por motivos de recaudación, no 
creemos que sea para nada significativo su aumento y sí, seguramente, muy perjudicial para la mayoría de los 
productores, en el sentido de que la inmensa mayoría ni siquiera tiene idea de lo que es una contabilidad 
formal, como máximo facturar o alguna cosa de esas. Los legisladores deben entender que en la mayoría del 
sector granjero hay un envejecimiento tremendo. Más del 60% de los productores tiene más de cuarenta y 
cinco años. Casi el 70% apenas terminó primaria o no la terminó. ¡Imagínense lo que sería un impacto en este 
sentido a esa masa crítica que es hoy el sector granjero nacional! 


Entonces, no tenemos ninguna duda de que un cambio en este sentido aceleraría profundamente los procesos 
de exclusión de la granja. Todos sabemos que granjero que se va de la tierra, no vuelve. Y los granjeros no se 
fabrican de un día para el otro. Seguramente serían un mayor problema para el Gobierno, porque tendría que 
empezar a pensar en otros planes de asistencia, en otras oportunidades. ¿Qué clase de oportunidades puede 
tener alguien, con cuarenta y cinco años de edad, en un país como el nuestro, si solo tiene la enseñanza 
primaria? 


Entonces, creo que es un problema grave desde el punto de vista social y que debería ser considerado por 
encima de la prolijidad de los números que se manejan. Creo que está perfectamente bien que un Gobierno se 
maneje con la prolijidad de los números, pero me parece que lo que cuenta es la gente. Y aquí el problema 
está en la gente. Vamos a causar un problema grave a la gente. 


Con respecto a los sectores patronales, quiero decir lo siguiente. El sector granjero, cuya producción se 
caracteriza por ser intensiva y de escasa mecanización, es el que presenta la mejor distribución del ingreso. 
En la mayoría de los casos, el 50% de los costos de producción es mano de obra. En este sentido, un 


incremento del aporte patronal en función de los jornales utilizados sería sumamente oneroso para los 
menguados ingresos de las empresas. Por eso es que compartimos el criterio expresado por el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, en el sentido de que se pague por hectárea y no por asalariado. 


Con respecto al IRAE y al IMEBA, la situación actual de tributar por IMEBA resulta más práctico para los 
productores granjeros y es de segura recaudación para el Estado, máxime teniendo en cuenta la estructura 
empresarial del sector, que en su mayoría presenta graves dificultades para llevar una contabilidad adecuada 
a las exigencias de la nueva tributación. Debido a su composición etaria, el 45% de los productores tienen 
cincuenta años y en cuanto al nivel cultural, 55% posee primaria incompleta. De fijarse un tope, debería ser 
elevado -nosotros establecimos una cifra totalmente arbitraria- a US$ 200.000 de ingreso anual, pudiendo 
optar, los que estuvieran por debajo, por cualquiera de las formas de tributación planteadas. 


El documento que trajimos está firmado por la Mesa Hortícola de Salto, por los Productores Citrícolas 
Unidos del Litoral Norte, por la Asociación de Granjeros de Salto y por la Sociedad de Fomento Rural de 
Salto. 


Muchas gracias, quedamos a la espera de las preguntas que 


deseen formularnos. 
SEÑOR SOLARI. Soy citricultor y horticultor desde muy joven. 


Quisiera agregar algunos comentarios. Estoy representando a la Sociedad de Fomento Rural de Salto y a la 
Asociación de Citricultores del Litoral Norte. 


Además de todo lo mencionado por mis compañeros, la citricultura tiene otras patas más. Es decir que no se 
trata solo del mercado interno; está la exportación, la industria y el mercado interno. 


La industria es, simplemente, un recuperador de costos incurridos. Esto es a tal punto así, que la tonelada de 
la naranja ingresada a industria vale US$ 16 y la cosecha -solo la cosecha de la fruta- ronda US$ 30. Es decir 
que aquella fruta que ya fue cosechada puede enviarse a la industria con la expectativa de recuperar algo. 


Ya vimos lo que ocurre en el mercado interno; estamos en la misma situación y en la exportación estamos 
compitiendo duramente con los que están en el hemisferio sur, que son Sudáfrica y Argentina, que tienen una 
situación cambiaria mucho más favorable. Ellos pueden bajar más los precios porque tienen una moneda más 
favorable. 


La situación que planteó el contador Rubido se refiere al productor que está en una situación solvente, no hay 
endeudamiento, es decir que tiene una situación muy organizada, que no es el común denominador en la 
citricultura, que arrastra problemas del pasado: problemas de competitividad y cosas que han sucedido. 


Lo que sucede es que la citricultura tiene un costo de plantación brutal, que es de US$ 5.000. Después 
tenemos un costo anual de mantenimiento de US$ 1.000 o US$ 1.200. Los árboles empiezan a producir a los 
cinco años y a los diez años se equilibran. Entonces, nadie piensa: "Este negocio está mal. Cierro la puerta y 
voy a hacer otro", porque se pierde todo el capital. 


Lo que sucede es que el citricultor espera que haya una comprensión del problema y una corrección. 
Entonces, si este año no se cubren los costos, deberemos sacar plata del banco para tener sanidad y 
producción el año siguiente, a fin de seguir en carrera. Si no lo hacemos, quedamos fuera del negocio y se 
pierden todos los años de inversión. 


Eso va provocando un endeudamiento y se carece de la sensación de que el negocio sigue funcionando. Es 
más: es posible que hasta siga creciendo, pero solo por inercia. Una vez que se plantó el árbol, este va a 
seguir produciendo. Si lo seguimos cuidando, seguirá creciendo la producción. Pero esto no quiere decir que 
paralelamente no se vaya aumentando el endeudamiento. 


Entonces, nuestra preocupación es que se tomen decisiones y después, cuando empiece a notarse que 
aumenta la desocupación en el sector, ya sea un daño irreparable y haya muchísima gente en la calle y 
muchísimos productores que no puedan pagar su endeudamiento para seguir adelante. 


Quería aclarar esto porque hay algunos matices entre la horticultura y la citricultura. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Bienvenidos. Es un gusto recibirlos en esta Casa, de la que 
circunstancialmente somos ocupantes. 


Salto es un departamento de aproximadamente ciento veinte mil habitantes y el problema que está en 
cuestión involucra a trabajadores, no a empresarios, es decir, a doce mil familias. Entonces, quizás estemos 
hablando de cuarenta o cincuenta mil personas que dependen de lo que esta gente está planteando. Estamos 
hablando de un tema vital para nuestro departamento. 


En épocas pasadas -y seguramente hoy, si estuviéramos analizando cifras-, Salto aparecía como un 
departamento con muy poca desocupación?, y hasta se llegó a decir -a nuestro juicio, equivocadamente- que 
era una pequeña Suiza del Uruguay, como consecuencia de la forma en que se hacían las entrevistas para el 
índice, pero eso no viene al caso. Lo cierto es que el tema básico de nuestro departamento es que, en una 
zafra hortifrutícola, que empieza en febrero y termina en noviembre o diciembre -con la horticultura a veces 
se va un poco más- la gente tiene jornales que salen ?abundantemente? sobre todo en lo peor del invierno. En 
buena medida, Salto vive gracias a estos sectores. El sector citrícola ya tiene una historia bastante grande en 
el Uruguay, y es reconocido. Para que se tenga una idea, el sector hortícola de Salto, con cifras de 2004, que 
fueron las que alcanzamos a conocer, representaba el 50% de la producción hortícola total del país. Y esto es 
determinante, porque nuestro departamento produce en invierno, contra el ciclo natural de las cosas, con una 
inversión impresionante. 


Cuando se habla de atraer inversores, téngase en cuenta que para poner en condiciones para trabajar -riego, 
etcétera- a un galponcito de dos mil quinientos metros de invernáculo, se necesitan US$ 10.000. Quiere decir 
que, por hectárea, estaríamos hablando de US$ 40.000. Quiero que ustedes tengan claro lo que representa 
esta cifra y lo que se ha invertido en nuestro departamento. Naturalmente, esto es fruto de una inmigración de 
españoles, de italianos y también de portugueses, que fue fundamental para el desarrollo, porque ellos 
trajeron el oficio y lo conocen. En un país que tradicionalmente ha vivido de espaldas a lo que es el Uruguay, 
que ha vivido de espaldas a lo que es el campo, la agricultura, y la cultura agropecuaria en general, Salto ha 
logrado un desarrollo fenomenal. Y lo ha hecho la gente, por cierto, con muy poco apoyo del Gobierno. En 
los noventa pasamos situaciones sumamente críticas, que generaron un endeudamiento atroz en nuestras 
empresas. El atraso cambiario fue terrible, porque para la horticultura que vende en el mercado interno, 
representó que entraban productos, sobre todo de Brasil, a precios irrisorios. Cuando venía lo fuerte de 
nuestra producción, se importaba y caían los precios, y todo el esfuerzo que se había hecho para producir 
durante el invierno y a fines del verano y comienzos del otoño, se iba al tacho, literalmente, porque no había 
precio, porque entraban los productos brasileños. En el sector exportador generó pérdidas acumuladas 
fenomenales, que aún hoy se arrastran. Lo que es peor, hemos comenzado a ver, de nuevo, problemas 
similares. El dólar se cae, al Estado las cuentas le cierran fenómeno, el señor Ministro de Economía y 
Finanzas de ahora y el de antes se jactan de las mismas cosas y los productores se quejan de los mismos 
problemas. Esta reforma fiscal viene a ser la frutilla sobre la torta. Si a todo este panorama le vamos a 
agregar el IVA y costos extra, como los aportes patronales, sin duda la ecuación va a terminar con todo el 
esfuerzo que generación tras generación ha hecho para salir adelante en nuestro departamento. 


Creo que estos son temas fundamentales a tener en cuenta porque, reitero, no menos del 35% o del 40% de la 
gente del departamento de Salto depende de lo que está planteando la gente que hoy estamos recibiendo en 
esta Comisión. Es fundamental que lo tengamos en cuenta, porque las decisiones que tomemos en esta 
Comisión y luego en el Parlamento van a determinar la suerte y el desarrollo de decenas de miles de personas 
en el interior, que muy poco piden al Estado. Lo que vuelca el Estado en el interior es prácticamente nada; sin 
embargo, es el que genera la riqueza de la que todos nosotros vivimos, en buena hora, pero hay que cuidarlo. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Creo que la exposición de la delegación ha sido muy clara. 


Naturalmente, nosotros conocemos la evolución del tema. En 2002 me toco ser miembro informante del 
proyecto de ley que luego, con enormes dificultades, fue aprobado por la Cámara, por uno o dos votos. El 
señor Diputado Posada me acota que el proyecto salió aprobado con los votos del Partido Independiente. Fue 
una votación muy difícil y también lo fue convencer a los productores de que esto era bueno para ellos. Los 


productores más cercanos a Montevideo estuvieron, durante mucho tiempo, enfrentados a este proyecto de 
ley, pero no los salteños, como bien me acota el señor Diputado Posada. 


Este proyecto, que luego se transformó en ley, fue absolutamente positivo para el sector. Creo que, a esta 
altura, no podemos destrozarlo, porque el sector va caminando, con dificultades, pero sigue existiendo. 


Considero que la posición de la delegación es bien clara. La impresión que tengo, para resumirlo en treinta 
segundos, es que nos están diciendo que dejemos las cosas como están, que no les toquemos los impuestos 
porque así, con dificultades, la van llevando, pero van bien. Quiero saber si esto es así. 


SEÑOR MARI.- No cabe decir otra cosa que un sí rotundo, porque realmente ese es el espíritu de 
nuestra propuesta: déjennos trabajar. 


SEÑOR URTARÁN.- Soy representante de la Mesa Hortícola de Salto. Al respecto, estoy totalmente de 
acuerdo con lo que ha expresado el señor Diputado Amorín Batlle, en el sentido de que pretendemos 
que lo que ha funcionado bien hasta ahora, que han sido las dos Leyes, la N” 17.503 y la N” 17.844, no 
sea modificado. 


Queremos aclarar, fundamentalmente, que en el caso de que sea modificada y de que se aplique el IVA del 
10% a las frutas y verduras, con el sistema de comercialización que rige nuestro mercado, de oferta y 
demanda -eso es lo que quiero reiterar, para que quede bien claro-, a los productores de manera alguna nos 
será posible trasladar ese aumento de precios al público consumidor. El aumento de este IVA no va a 
representar un aumento de precios, sino que va a ser un IVA que regresará al productor, quien terminará 
haciéndose cargo de él. En la actualidad, nuestras empresas, nuestras producciones, están con un margen de 
ganancia ínfimo, que prácticamente quedaría absorbido por este IVA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación que nos visita. 


Quedamos a la orden para que nos remitan nueva información escrita, si es que lo entienden necesario, para 
incorporar al material que la Comisión tiene a estudio. 


(Se retira de Sala la delegación de la Mesa Hortícola de Salto) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Ferreteros, Bazaristas y Afines) 


Antes de presentar a la delegación que nos visita, quisiera dar cuenta de que la Secretaría, en conjunto 
con la Presidencia de la Comisión, ha hecho las gestiones para recibir al Banco de la República con motivo 
del tratamiento del proyecto de consolidación de adeudos que tenemos a consideración. Por razones de 
agenda del Directorio del Banco de la República, hemos concertado su presencia para el jueves 29 a la hora 
10, porque antes se le presentaban dificultades para asistir. 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Ferreteros, Bazaristas y Afines, integrada 
por la Gerenta, señora Olga Aldabalde, el Vicepresidente, señor Ricardo Poggi y el Secretario, señor Raúl 
Marrero, que han concurrido para referirse a la reforma del sistema tributario que está consideración. 


SEÑOR POGGL.- Quiero señalar que, dentro de la actividad, desde hace tiempo integramos distintas 
Comisiones con otras Cámaras en lo que tiene que ver con defensa de la competencia, informalismo y 
tributación. Históricamente, hemos estado preocupados y atentos, como asociación pequeña, a todo lo 
que tiene que ver con la reglamentación y la puesta de condiciones en la actividad económica. 
Entendemos que tanto la ley de reforma tributaria como la de defensa de la competencia -que ya está 
aprobada- fijan el marco de nuestra actividad, y por eso queremos saber y dar nuestra opinión al 
respecto. Agradecemos a la Comisión la posibilidad de presentar nuestras inquietudes. 


Queremos señalar que en lo estrictamente empresarial somos representantes de pequeñas, medianas y micro 
empresas y, en cierta manera, tenemos preocupaciones que no son reflejadas por otros sectores de actividad 
económica y por algunas Cámaras que en algunos casos, por su nombre, son mucho más representativas que 


la nuestra, que aparentemente es muy sectorial pero que muchas veces combina en sentimiento con otras que 
también agrupan empresas del mismo tamaño. 


Como sabemos, no hay reforma sin discusión. Es un cambio. Históricamente, los cambios han sido muy 
resistidos por la humanidad; y siempre los vamos a resistir. Sabemos que hay que enfrentar esto de la mejor 
manera posible, poniendo la mejor buena voluntad, pero también debemos ver qué tan fiel puede ser la 
reforma con su idea de promover la equidad y, como se ha hablado en algunos casos, de que paguen más los 
que tienen más. 


Consideramos que el comercio minorista forma parte del entramado social, es un buen redistribuidor de la 
riqueza, y por eso nos preocupa mucho todo lo que lo afecta en cuanto a la competencia y a la oportunidad de 
crecer en el mercado. Tenemos gran potencial para ocupar mano de obra, pero por muchos motivos -una 
buena parte de ellos legales- se nos ha impedido competir leal y legalmente, y en algunos casos hemos 
precarizado el empleo y también a los sectores minoristas. 


En cuanto a la renta empresarial que la reforma trata con una reducción única, generando una igualdad en el 
tratamiento a las empresas, entendemos que la reducción del 30% al 25%, si bien es una medida igualitaria, 
no es equitativa. En la reducción de la renta empresarial no vemos ningún estímulo a la generación 
empresarial, a generar un país productivo; y tampoco vemos en esa medida, que va a ser al barrer y le va a 
tocar a todo el empresariado, ningún fórceps para que se generen puestos de trabajo e inversión. 


Entendemos que debe darse el mismo tratamiento a la renta empresarial que el que se da a las personas 
físicas. No debemos olvidar que las personas físicas o las personas jurídicas van a tributar en la medida en 
que son visibles. En este momento, en el Uruguay competimos en un marco en el que hay un alto grado de 
ilegalidad e informalidad. Creemos que la actividad que está desarrollando la Dirección General Impositiva 
en este momento está ayudando a que se mejore la cantidad de empresas afiliadas e inscriptas, y que el Banco 
de Previsión Social está coadyuvando a eso. Consideramos que antes de que se generen algunas extracciones 
vía impuestos a la actividad empresarial, deberíamos tener un marco en el que haya más actores formales y 
legales en el sistema. 


En este sentido, creemos que es correcto lo que dice el Subsecretario Bergara, en cuanto a que la reforma va a 
ser dinámica y gradual, pero no se especifica qué tan gradual y qué tan dinámica será con respecto a este tipo 
de tributación. Si la renta empresarial no tiene el mismo tratamiento que la renta de las personas físicas, que 
será gradual, representaría una gran iniquidad. Digo esto porque para las empresas de mayor porte la renta 
puede llegar a ser un motivo de crecimiento directo. Si bien el porcentaje es igual, no sucedería lo mismo con 
las empresas pequeñas, porque estamos hablando de volúmenes de capital bien distintos. Para ese caso, en la 
reducción del impuesto a la renta debería haber un estímulo a la reinversión y a la generación de empleo, 
pero esto último no está especificado a título expreso. 


Por lo tanto, entendemos que esto también debe tener una ligazón estrictamente directa con el patrimonio 
empresarial. Si bien US$ 1:000.000 y $ 100.000 rentan un 25%, todos sabemos lo que se puede hacer con el 
25% de $ 100.000 y con el 25% de US$ 1:000.000. En este caso, la posibilidad de crecer no es igual y no se 
estaría cumpliendo lo que se dijo en cuanto a que pague más el que tiene más y menos el que tiene menos. 


Para dar un ejemplo, siempre decimos que para algún nivel empresarial la diferencia que se va a generar por 
el pago del impuesto a la renta va a cambiar el lugar de veraneo: quizá el pequeño empresario que veraneaba 
en Atlántida llegue a hacerlo en Piriápolis. Sin embargo, para la gran empresa, esa diferencia en la tributación 
de la renta va a representar que se genere un nuevo puesto de venta o un nuevo puesto de competencia, ya 
que crecerá con su renta. Creemos que la ley, de antemano, debe buscar la generación de un marco de 
equidad. Debemos tener claro que si no se busca la equidad a través de una ley, el mercado la va a buscar 
solo por medio de la evasión o de declaraciones no del todo santas. 


Asimismo, pensamos que es fundamental tener en cuenta la relación patrimonio y personal ocupado, dado 
que últimamente la DGI está trabajando en contacto directo con el BPS y con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Nos parece que esto se debe reforzar y generar un estímulo directo al empleo. Hoy 
podemos decir que se puede relacionar el patrimonio empresarial, la renta empresarial con el personal 
ocupado y la generación de empleo. Para este caso creemos que el gradualismo en el impuesto a la renta 
podría buscarse por ese lado. 


Sentimos que sucede casi lo mismo con el aporte obrero patronal. Se plantea la reducción de distintos 
sectores a un importe único y la actualización de aportes de sectores que no tributan. Creemos que en esto 
debería guardarse un estímulo a la actividad empresarial. No entendemos por qué en el aporte jubilatorio no 
se prevé un gradualismo tal, que permita que si se generan nuevos puestos de trabajo por un período equis, se 
exonere el pago del aporte patronal. No planteamos exoneraciones definitivas, parciales ni por sectores, 
porque terminan haciendo que las empresas se coloquen en distintos sectores de la rama de actividad. Lo que 
proponemos es una exoneración puntual por puestos de trabajo que se generen y que tengan determinada 
durabilidad en el tiempo. Esta medida sería importante al momento de generar empleos. 


Todas las empresas del país -estamos hablando de más de cien mil- tienen la posibilidad de crear nuevas 
fuentes de trabajo, de generar nuevos empleos, no de cambiarlos. Por eso debemos volver a la coordinación 
de entidades, como el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Banco de Previsión Social. De esa 
manera podríamos generar gradualismo y cumplir con la importante misión que tenemos todos, que es la de 
generar empleo. 


A ese efecto, creemos que la diferenciación, que nuevamente no va a existir en el aporte patronal, ya que no 
va a importar qué tipo de empresa sea, qué actividades desarrolla ni qué tipo de empleos promueve, podría 
estar dada por la masa salarial, por el personal ocupado. En este sentido, hoy tenemos un punto de referencia, 
que son los Consejos de Salarios para cada rama de actividad. 


Puede haber complicaciones en la forma de aplicar esta medida, pero con ella estaríamos dando un estímulo a 
las empresas formales y a las que generan puestos de trabajo de mayor calidad y salario. En consecuencia, 
haciendo determinados aportes y aumentando las fuentes de trabajo, se lograrían exoneraciones o, por lo 
menos, trato diferencial, aunque fuera temporario, lo que nos parece fundamental. No creo que a una empresa 
constituida y que paga los aportes patronales esto le cambie mucho su estructura de costo. Sin embargo, si se 
quiere generar nuevos puestos, sería determinante por lo menos para tener un período en el que se pueda 
realizar una prueba o bien comenzar una nueva actividad o un nuevo emprendimiento. 


Como dijimos al principio, acá hay un cambio cultural. Nosotros pertenecemos al comercio minorista y todos 
los días estamos en contacto con el consumidor final. En el mostrador permanentemente vemos que el 
consumidor final de todo tipo, nos dice: "No necesito la factura", "No me hagas factura", "No me cobres el 
IVA". Es más: hay campañas publicitarias que anuncian que hoy no se cobra IVA. Entonces, por un lado, 
vemos un esfuerzo muy grande de la DGI para recaudar el IVA y un éxito en su gestión y, por otro, que 
aparentemente el IVA es un impuesto que se puede poner o sacar. Eso genera en el consumidor la idea de que 
el IVA es algo que se puede cobrar o no, dependiendo del lugar en que se compre. Nos parece que esta 
reforma tributaria se pierde la gran oportunidad de incitar al uso de la factura -mediante algún artilugio- para 
obtener algún beneficio específico y de promover una cultura popular para que se pida la factura. En 
definitiva, este es el único aspecto de contralor que tenemos para que se genere el pago de impuestos y se 
recaude. Entendemos que una gran cantidad de consumidores reclamando la factura es el mayor número de 
inspectores que podemos tener y al menor costo, porque no nos sale nada 


Entonces, debería haber un estímulo en este sentido como, por ejemplo, la devolución de impuestos o un 
pago menor del impuesto a la renta a las personas físicas. 


Hemos venido aquí como empresarios y estamos poniendo este tema sobre la mesa. De repente, resulta 
contradictorio; alguien puede pensar que venimos a poner un corsé en algún tipo de actividad. Sentimos que 
la lucha contra el informalismo es muy grande y que el aporte no viene por el lado de decir: "No me pidan 
que controle". Por el contrario, igual que sucede en la actividad deportiva, necesitamos un marco que nos 
garantice que no hay "dopping" en la cancha. Si en la cancha no hay "dopping", somos capaces de competir. 
Pero si no existen los mínimos controles es muy difícil competir, porque las diferencias en los tributos hoy 
llegan a ser de más del 25%, y eso significa un importe y un volumen en el producto que no lo puede 
absorber ninguna gestión empresarial. 


Es decir que uno puede hacer todas las gestiones y la capacitación más grande, teniendo su empresa con la 
actualización necesaria, y no llegar a descontar la diferencia, que representa el no pago de tributos. Entonces, 
creemos que estamos perdiendo una posibilidad histórica de que el consumidor final, en definitiva, llegue y 
diga: "Dame la boleta". No hay empresa que compre sin llevarse la factura. ¿Por qué? Porque tiene una 
devolución, un premio y un descuento atrás. 


Si no logramos incorporar la responsabilidad que tiene el consumidor final en este trámite, y que se 
conciencie del papel que juega en lo que son los tributos, va a ser muy difícil que se pueda hacer una reforma 
tributaria efectiva. Por eso es que estamos doblemente preocupados, ya que sabemos que perdemos 
directamente contra el informalismo y contra modelos comerciales que tienen por finalidad la defraudación y 
no la competencia entre sectores. Esos eran los puntos específicos que como sector empresarial vemos. 


Con respecto a la defensa de la competencia, queríamos decir algo, pero no pudimos llegar en tiempo y 
forma. De todas maneras, la defensa de la competencia tiene algunas cositas que atentan contra esto. 


También nos faltó decir algo que es importante y que tiene que ver con la coordinación, con el BPS y con el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Hoy tenemos una Aduana perforada; no va a haber reforma 
tributaria exitosa con una Aduana perforada. Quizás este no sea el momento de exponer sobre este tema, 
porque los señores legisladores tienen mucho trabajo, pero vamos a tratar de ser rápidos. 


Reitero que tenemos una Aduana que está perforada. Hoy existe mercadería con y sin IVA porque existe 
mercadería con y sin impuesto, porque existe mercadería que es negra y mercadería que es blanca. Si 
pensamos en una tributación con esa situación real de mercado, lo que podemos llegar a generar en algunos 
casos es que se obligue más a lo formal y se propicie más lo informal. Entonces, creemos que si bien la 
reforma debe ser gradual -estamos de acuerdo en un 100% con el señor Subsecretario Bergara-, el 
gradualismo también tiene que venir por el lado de decir: "Qué tipo de Aduana tenemos hoy, y qué tipo de 
relaciones comerciales y de entrar a la cancha". En este aspecto, relacionamos a la Aduana con el control 
"antidopping”, y que entren a la cancha, pero que lo hagan sin "doping"; después, que compitan, y ahí vemos 
cómo hacemos y quiénes son los que pagan. Ahora, si a la cancha entran todos, con y sin "dopping", ya 
sabemos quiénes van a ganar ese partido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Asociación vincula a pequeñas empresas del ramo de los ferreteros, los 
bazaristas y otros rubros similares, y eso hace que estén en contacto permanente con el consumidor 
final de rubros que están afectados básicamente por el IVA del 23%. Esta reforma baja este impuesto 
al 22%, y además elimina el COFIS. 


En la práctica, ¿ustedes consideran que esas dos modificaciones se trasladarán al consumidor final, o en el 
precio final, que ese 1% de rebaja de IVA se va a ver o no? 


En lo que tiene que ver con el COFIS, que va gravando la cadena intermedia y no llega al consumidor final - 
sí, al final-, sí va a bajar el precio, porque se supone que no lo va a estar gravando en sus etapas intermedias, 
y esto debería verse reflejado en el precio final. Por eso la pregunta que surge es: ¿ustedes creen que esas dos 
modificaciones van a beneficiar al consumidor final, o van a quedar en algunas de las etapas de 
intermediación? 


SEÑOR POGGI.- En lo que tiene que ver con el IVA, evidentemente a las empresas formales se lo 
vamos a cobrar un 1% menos, en ese caso. Con respecto al COFIS, hay un tema importante a destacar. 
Recordamos que cuando se instauró el COFIS, el señor Ministro de Economía y Finanzas de la época 
dijo que ese impuesto no iba al consumidor final porque se cobraba a las empresas. 


En aquel momento nosotros consideramos que ese era un error garrafal porque a nosotros nos cobraban un 
producto que era más COFIS. Es decir que a partir de ese momento el costo del producto se incrementaba en 
un 3%. De hecho, todos los productos que se venden y se comercializan formalmente -y quedan facturados 
como corresponde- incrementaron su costo y su valor en un 3%. Entonces, hoy entendemos que si se elimina 
el COFIS, el producto va a tener un costo menor. 


Queremos decir algo importante. Hoy el COFIS es el quinto impuesto en la recaudación, y representa un 
4,5% de los impuestos que se recaudan. Nosotros entendemos que el COFIS fue creado para ayudar a la 
seguridad social y a su financiamiento. Creemos que la seguridad social no se ha financiado; todavía Rentas 
Generales le suministra el 50% de lo que paga. Por eso entendemos que estamos lejos de que se financie la 
seguridad social. 


Por otra parte, entendemos que en alguna medida el COFIS cumplió con su objetivo de ayudar a financiar a 
la seguridad social, pero en definitiva generó diferencias y distorsiones en la competencia. Sobre este tema 


somos bastante reiterativos; competimos contra modelos que son formadores de precios, cuando nosotros 
integramos una cadena. ¿Qué pasa con el COFIS en los formadores de precio? ¿Qué pasa con el COFIS con 
respecto a los que importan y venden directamente al público? No lo cargan a sus artículos porque ellos no 
venden a empresas. Sin embargo, los que formamos parte de cadenas de distribución sí lo incorporamos, sí es 
un costo y un sobrecosto para nuestra competencia. Entonces, en algunos casos el COFIS dejó a las pequeñas 
y medianas empresas fuera de competencia, con lo que eran los formadores de precios, y a las empresas que 
cada día son más, que se comen a las cadenas de distribución. 


Para concretar, quiero decir que si se saca ese impuesto va a disminuir el precio. Con respecto al IVA, pasaría 
lo mismo. Entendemos que va a haber una reducción de precios al consumo directamente de un 4%. Creemos 
que cuando se instrumentó el COFIS, el espíritu fue bueno, pero no tuvo el alcance ni la aplicación que debía. 
Si lo analizamos, vemos que es un impuesto de recaudación directa, porque gravaría el 3% de todo. Si vemos 
que el IVA es más del 54% y el COFIS es el 4%, evidentemente hubo un error en los cálculos respecto a 
dónde se debía aplicar y quién lo debía pagar, porque no redundó en la recaudación que debía. Nosotros 
entendemos que la recaudación debía haber sido mucho mayor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la delegación de la Asociación de Ferreteros, 
Bazaristas y Afines y quedamos a las órdenes para cualquier información complementaria que quieran 
hacer llegar. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Ferreteros, Bazaristas y Afines) 


(Ingresa a Sala el Plenario Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Ruben Henaise, Presidente del Plenario Nacional de 
Asociaciones de Jubilados y Pensionistas, al señor José María Quintana, Secretario, a los señores Julio 
Bisogno y José Iglesias, de la Asociación de Jubilados de ANCAP, al señor Rodolfo Doldán, del Centro de 
Amigos Canillitas, y al señor Edmundo Fernández, de la Coordinadora de Afiliados a la Seguridad Social. 


SEÑOR HENAISE.- En primer lugar, como Presidente del Plenario, quiero agradecer a la Comisión 
que nos haya recibido para plantearle una situación delicada y preocupante. 


Vamos a plantear las preocupaciones vinculadas con los viejos trabajadores, hoy jubilados, y con lo que 
entendemos que es un pseudo impuesto a la renta, partiendo de la base de que las pasividades -jubilaciones y 
pensiones- provienen de los aportes que hicimos durante 35, 40 o más años para tener derecho a la jubilación. 
Los economistas siempre hablan de la tasa de reemplazo, que se destina a nosotros para reemplazar lo que 
sería un sueldo. 


El impuesto que se quiere aplicar es inconstitucional, de acuerdo con el artículo 67 de la Constitución. 
Consultamos a varios profesionales, y todos están contestes que es inconstitucional gravar las pasividades. 


Las pasividades aparecen ya en la época de Napoleón Bonaparte, que eran gracias que se daban a los 
colaboradores que no podían trabajar por su edad. Este sistema se fue modificando en Alemania y en España. 
Nuestro sistema es de 1838 y felizmente ha funcionado bien en el país. 


Lo más importante es la ley actual, lo que hoy sucede. Hoy, un trabajador que tenga 60 años de edad -tiene 
ahí causal por edad- y 35 años de trabajo, compone causal jubilatoria; si gana $ 10.000 por mes -por poner un 
ejemplo; ojalá todos ganáramos más- y se presenta al BPS, se jubila con la mitad de lo que gana. Quiere decir 
que esa persona, de entrada, sufre un impuesto o una rebaja de sus pasividades del 50%, es decir, ya no 
ganará $ 10.000, sino $ 5.000 por mes. 


Si a estas pasividades se les grava con un impuesto, se reducen. Alguien dirá que las pasividades y sueldos de 
$ 5.000 no tienen impuesto, pero las pasividades tienen otros cargos como, por ejemplo, un porcentaje por 
concepto de vivienda, y un porcentaje para la salud, porque no debemos olvidar que quienes ganan más de 

$ 2.800 deben pagarse la cobertura mutual. El jubilado siempre colabora de alguna forma, y lo hace con 
mucho gusto, por integrar una sociedad que es solidaria. 


El tema se agrava también con aquellos que aportan por dineros importantes. Tenemos el problema de 
aquellos que ganan $ 30.000, $ 40.000 o más y cuando se jubilan se encuentran con un tope. Es decir, su tasa 
de retorno fue muy importante, pero su jubilación tendrá tope -hoy está cerca de los $ 15.000- y se le reducirá 
en un 50%, 60% o 70%. Esto es grave y delicado, porque esa pasividad fue reducida al monto que 
mencionamos. 


Las jubilaciones son inalienables y deben ser respetadas. Esto está establecido claramente en la Constitución 
y en las leyes. 


En 2002, debido a la desgracia que tuvo el país con la peste vacuna y demás, nos impusieron el IRP, que 
llegaba a ser el 6% para algunas pasividades. Podíamos haber rebatido en ese momento la aplicación de este 
impuesto, como fue mencionado por algunos legisladores en el Parlamento, pero nosotros -como lo establece 
el artículo 67 de la Constitución, que las pasividades deben ajustarse en un mínimo, el Índice Medio de 
Salarios- somos totalmente solidarios con la situación del trabajador. Toda la vida acompañamos al 
trabajador. Cuando trabajábamos, aportábamos para quienes estaban jubilados, y hoy los trabajadores aportan 
para nosotros, que estamos jubilados. Por lo tanto, el artículo 67 de la Constitución establece una solidaridad 
total. 


A propósito, corresponde decir que fuimos nosotros quienes impulsamos la reforma del artículo 67 y en 
veintidós días logramos 350.790 votos y en las elecciones del 26 de noviembre de 1989, 1:600.000 personas 
acompañaron esa reforma. Esto hoy le da al jubilado la seguridad de qué cobrará. Todos los Gobiernos, 
inclusive el actual, han cumplido fielmente el artículo 67, porque la Constitución no puede ser manipulada 
como una ley, sino que simplemente debe ser aplicada. 


Cuando se desató la desgracia en el campo en 2002, se nos aplicó el IRP y lo pagamos con mucho gusto. Se 
dijo que era transitorio, y así fue, salvo para las pasividades hoy mayores a $ 8.000, que todavía están 
pagando un 2%. No hemos reclamado porque, al igual que los jubilados para tener su cuota mutual y su 
vivienda, el país precisa nuestro aporte. Pero hoy, cuando se nos dice que viene un impuesto de un 10%, que 
puede ser un 15%, a partir de $ 7.400, cuando las pasividades ya fueron rebatidas en un 50% o topeadas en 

$ 15.000, decimos que esa "tocada" a las pasividades es injusta e inconstitucional. Es más: cuando la canasta 
familiar está en algo más de $ 25.000, no se justifica que en nuestro país se ponga un impuesto a ingresos que 
superen los $ 7.400 y menos a las pasividades. 


Nosotros no queremos hablar de los salarios aunque debemos decir que este impuesto -debemos manifestarlo 
por solidaridad con los trabajadores- es una rebaja de sueldos y de pasividades; no es un impuesto sino pagar 
menos. Es tan grave que en las pasividades viene un aumento de alrededor de 4% y después, sobre eso, nos 
descuentan un 10%. Quiere decir que tal aumento constitucional dejó de serlo, porque no fue respetado. Este 
es un hecho gravísimo. Lamentamos tener que venir a exponer sobre esta materia, pero se hace muy 
necesario. 


Sabemos que ustedes tienen poco tiempo; en realidad, este tema daría para extendernos más. De todos 
modos, queremos decirles algo porque corresponde que entre nosotros exista sinceridad y que nuestros 
representantes en el Parlamento, sepan cuál es nuestro pensamiento en profundidad. 


Como la inconstitucionalidad ha sido demostrada, nosotros ya tenemos escritos elaborados por 
constitucionalistas para ser presentados ante la Suprema Corte de Justicia, en caso de que se sancione este 
proyecto en el que se establecen los descuentos a las pasividades. Y si eso no alcanzara, los compañeros que 
están aquí y también los que no están -por ejemplo, los que integran la Federación de Jubilados y 
Pensionistas de Paysandú, que estuvo el jueves pasado en el Senado, pero por razones económicas no han 
podido estar hoy acá- vamos a empezar a recolectar firmas para llevar adelante un plebiscito y así atender las 
dudas que puedan tener los Gobiernos, referidas a la opinión que se tenga con respecto a los impuestos a las 
pasividades. Decimos que vamos a llevar adelante esa acción, pero por favor que no se tome como una 
amenaza ni mucho menos. Nos gusta decir a quienes son nuestros representantes cómo estamos actuando hoy 
y cómo pensamos actuar de acuerdo con las leyes, no fuera de ellas. 


Pedimos al Parlamento que haga razonar en esta materia a quien corresponda, y que se hagan las consultas 
pertinentes a los juristas que hay en esta Casa. Pero por favor que mañana nosotros no tengamos que caer en 
acciones que no nos gustan. 


El aumento que hoy quiere nuestra Asociación de Jubilados y Pensionistas no es el que otras Asociaciones 
salen a decir por ahí, porque sabemos el alto costo que representan esos aumentos para el Estado y su 
situación. Lo único que nosotros siempre pedimos es que se cumpla con el artículo 67 de la Constitución. No 
nos gusta llevar a los jubilados y pensionistas falsas expectativas, que sabemos no se pueden cumplir. 


Ayer estuvimos en la Comisión de Seguridad Social de Diputados - así como concurrimos la semana pasada 
al Senado- reclamando algo acerca de lo que ustedes se van a enterar. Me refiero al 2,88% que nos deben, ya 
que el ajuste del IRP pasó a hacerse en base a los nominales y no a los líquidos. Con la famosa integración de 
los líquidos, desde el 1* de enero de 2005 tuvimos una pérdida del 2,88%; y la tuvimos desde el 1* de julio de 
2004 en base al 2,10%. Todo eso ha costado que nosotros, los jubilados, en este Período de Gobierno, 
hayamos perdido US$ 45:000.000. Si a eso sumamos lo que se perdió en el Gobierno anterior, dejamos de 
percibir algo más de US$ 59.000.000. Es una cifra que tengo que manejar, porque para un promedio 
jubilatorio de $ 5.000, representan $ 114 por mes, y si tomamos $ 2.380 ó $ 2.500 de promedio en las 
pensiones, representan $ 72 por mes. Estamos hablando de cifras pequeñas. Esperamos que esto se pueda 
resolver, ya que se trata de un error involuntario; sabemos que se puso buena voluntad para ayudarnos y para 
sacar ese problema que había aparecido en el cálculo del Índice Medio de Salarios; nos consta que el 
Parlamento puso su mejor voluntad. 


Hay un error que estamos planteando desde mayo de 2004. Ya en diciembre de 2002, luego de una reunión 
que realizamos en Paysandú con la gente de la Federación de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del 
interior del país, adelantamos al Parlamento que eso iba a ocurrir. En fin, no se tomó en cuenta porque hay un 
período de transición natural, que produce ese defecto del Índice Medio de Salarios. 


No quiero extenderme más, pero quería dejar esta situación planteada. Si bien ustedes son Diputados que 
están en la Comisión de Hacienda, forman parte del Parlamento. Asimismo, quiero señalar que ayer hicimos 
nuestro planteamiento en la Comisión de Seguridad Social. 


Pedimos por favor que el Parlamento vea hasta dónde se puede llegar, legal y constitucionalmente, con un 
impuesto a las pasividades. 


Agradecemos mucho que nos hayan atendido y quedamos a las órdenes. 
SEÑOR POSADA.- En primer lugar quiero saludar a la delegación y agradecerle su presencia. 


Es un gusto escuchar los planteos realizados, que creo han quedado bien claros, así como también las 
eventuales acciones futuras que tomarían con respecto a este tema. 


Realmente, lo que motiva mi intervención son las últimas palabras del señor Henaise en cuanto al Índice 
Medio de Salarios. 


Quiero advertir que nuestro Partido fue el único que no votó ese proyecto de ley; los otros tres partidos sí lo 
hicieron. Consta en la versión taquigráfica que advertimos lo que iba a pasar, es decir, que los jubilados iban 
a ser perjudicados. En el momento en que se estaba cambiando la base de cálculo del Índice Medio de 
Salario, era cuando estaba más alto el Impuesto a las Retribuciones Personales. Ergo, cuando este bajara, iba 
a pasar lo que pasó. Lo dijimos entonces; advertimos que esta situación se iba a dar y que, en consecuencia, 
jubilados que creían que se estaban beneficiando con la aprobación de esa ley, en realidad, iban a salir 
perjudicados. Esa fue la razón por la cual no acompañamos aquel proyecto. Nos parecía que era un grave 
error 


Lamentablemente, los hechos nos dieron la razón: cuando el IRP bajó, se dio la situación de que aumentos 
que hubieran correspondido a los jubilados, como consecuencia de la aplicación del artículo 67 de la 
Constitución, en la medida en que se cambió la base de cálculo, no les correspondieron. 


Solo quería recordar ese hecho. Efectivamente, es cierto que los jubilados perdieron. Por tanto, el 
compromiso de todos los sectores políticos debería ser corregir esa situación que se creó. 


SEÑOR QUINTANA.- Para no perder el tiempo precioso que ustedes necesitan, quería agregar al 
trabajo presentado por el Presidente del Plenario que la jubilación no es una renta. Reitero: la 


jubilación no es una renta; es una tasa de retorno por la cual aportamos en su momento. Si bien hay 
pasividades bajas, esto se debe a los cargos que uno desempeñó, a las responsabilidades que tenía y al 
sueldo que percibía. Cuando nos retiramos, por distintas situaciones, nos sentimos afectados 
terriblemente en nuestro modo de vida, ya que los topes que fija el Banco de Previsión Social hacen que 
el nivel baje. 


Eso lo quería aclarar y dejar bien sentado. Cuando uno gana un sueldo determinado, tiene un descuento 
mayor, pero cuando va a jubilarse percibe una pasividad que no se ajusta a la realidad de lo que uno ganaba 
cuando trabajaba. Insisto en que eso va en acuerdo con las responsabilidades del cargo que uno tenía. Si uno 
percibe más dinero es porque tenía muchas más responsabilidades ante la sociedad. 


Le doy plenamente la razón al señor Diputado Posada y lo justifico. Nosotros también lo percibimos en su 
momento, pero quiero recalcar que todavía hay pasividades que tienen el descuento del IRP, que es un 2%. 
Además, tienen el descuento del 1% de la salud. Inclusive, algunos que tenemos pasividades no muy altas, 
todavía estamos aportando un 3%. Si a esto se le agrega el Impuesto a la Renta, a la pasividad, no sé qué va a 
pasar, teniendo en cuenta todas las obligaciones que tenemos: salud, impuestos, etcétera. Nosotros siempre 
cumplimos, como buenos ciudadanos, con lo que corresponde. 


Simplemente, quería agregar algo a lo aportado por el compañero Henaise. 


SEÑOR HENAISE.- Cuando solicitamos el ajuste del 2,88% lo pedimos sin retroactividad. Ayer nos 
decía el Diputado Abdala y el año pasado el Senador Lorier, que puede haber un tema legal de 
arrancar de hoy en adelante, porque lo de atrás puede generar en el futuro un pedido de 
retroactividad. Nosotros pensamos que como no va a haber aumento a los jubilados en este semestre, 
sería muy importante que a través del Parlamento se enmendara ese involuntario error que se tuvo en 
otra oportunidad, arrancándose de ahora como un aumento, en lugar de como pago de deuda. Eso 
terminaría con esta situación, ya que los que llevamos adelante esta propuesta somos nosotros; no 
hemos visto a otra institución de jubilados que se acordara de esto. 


SEÑOR POSADA.- Algunos no quieren acordarse. 
SEÑOR HENAISE.- Entiendo. 


Entonces sería muy importante que a través del Parlamento llegara al Gobierno una propuesta de este tipo, 
enmendándose el error. Ya que no va a haber aumento, pensamos que esto nos sirve. Nosotros no queremos 
retroactividad porque no podemos pedir al Gobierno lo que no tiene para dar. En cambio, esta propuesta 
implica contemplar un derecho adquirido de acuerdo con la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ha distribuido el documento que nos han dejado. La exposición 
ha sido clara y no ha dejado dudas. 


Los miembros de esta Comisión tomamos nota de los comentarios. 


Agradecemos su intervención y los documentos aportados en materia de reforma tributaria, que serán puestos 
a consideración oportunamente. 


Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


